RESPONSABILIDAD CIVIL POR LOS ACTOS  DELICTIVOS DE LOS EMPLEADOS EN EL EJERCICIO DE SU FUNCION O CARGO.-
El artículo 116 del Código Penal establece que, toda persona criminalmente de un delito o falta lo es también civilmente si del, hecho se derivaren daños o perjuicios. Si son dos o más los responsables de un delito o falta, los Jueces o Tribunales señalarán la cuota de la que deba responder cada uno.

Por su parte, el artículo 120 del Código Penal establece, en su apartado cuarto, que son también responsables civilmente, en defecto de los que lo sean criminalmente, las personas naturales o jurídicas dedicadas a cualquier género de industria o comercio, por los delitos o faltas que hayan cometido sus empleados o dependientes, representantes o gestores, en el desempeño de sus obligaciones o servicios.

La STS 2ª  de 29 de octubre de 1994 – RJ 1994\8330 – donde se encuentra inclusa la doctrina general acerca de la responsabilidad civil subsidiaria – recordando la jurisprudencia consolidada ( vid por todas SSTS 2ª de 30 de marzo de 1983, 29 de junio de 1987, 15 de noviembre de 1989 y 13 de octubre de 1993 entre otras ) subraya que la conducta del responsable principal, en todo caso , debe guardar una directa relación con la función desempeñada por el mismo – la del subsidiario – o lo que es lo mismo entre empleado y empleador - y, para que resulte obligada una persona o entidad en concepto de responsable civil subsidiaria de otra, son precisos, entre otros, los siguientes requisitos :

a) que el infractor y el responsable civil subsidiario se hallen ligados por una relación jurídica o de  hecho o por cualquier otro vínculo en virtud del cual el primero se halle bajo la dependencia (onerosa o gratuita, duradera y permanente, o puramente circunstancial y esporádica) de su principal o, al menos, que la tarea, actividad, misión, servicio o función que realice cuenten con el beneplácito, anuencia o aquiescencia – siquiera tácita - del supuesto responsable civil subsidiario.

b) que el delito que genera la responsabilidad se  halle inscrito dentro del ejercicio, normal o anormal, de las funciones encomendadas, y en el seno de la actividad, cometido o tarea confiados al infractor, perteneciendo a su esfera o ámbito de actuación.

Partiendo de la doctrina y jurisprudencia pacífica señalada ut supra, el supuesto de hecho real, asumida la dirección letrada como acusación particular por este despacho, y que se comenta en este breve artículo, y del que se extraen las debidas consecuencias penológicas por la Audiencia Provincial de Madrid, se resume sucintamente de la siguiente manera: la mercantil X, empresa dedicada a la prestación de servicios de mantenimiento integral de edificios e instalaciones, signó con la Comunidad de Propietarios del Edificio Y de la calle Z, contrato para el mantenimiento integral del edificio en cuestión.

En Junta General  Extraordinaria de la Comunidad citada de fecha X se acordó la asunción por dicha empresa X de las labores de Administración de la Comunidad, y en dicha Junta, por carecer dicha empresa X de personal con titulación para ejercer dichas funciones, se presentó por dicha empresa X a la Comunidad, que lo aceptó, para ejercer el cargo, al administrador colegiado Don J.C.E.
Los servicios profesionales prestados por el señor J.C.E. eran abonados a éste por la Comunidad de Propietarios contra la emisión de las correspondientes facturas por éste giradas, en contraprestación al trabajo realizado.La Comunidad de Propietarios operaba para las transacciones económicas propias de su actividad a través de la cuenta corriente al efecto abierta en la oficina del Banco Pastor, situada en la calle Z de Madrid.

En este marco descrito, el querellado L.E.G. empleado de J.C.E. – el administrador colegiado -, con relación mercantil con el mismo desde el año de 1988 hasta septiembre de 2002, -  desempeñando su puesto de trabajo físicamente en las oficinas de la Administración de J.C.E., y recibiendo por ello contraprestación económica de éste - con evidente ánimo ilícito y en su propio beneficio, desde finales de 1999 hasta septiembre de 2002, firmó de su puño y letra talones bancarios del Banco Pastor de titularidad de la Comunidad de Propietarios, realizando después de forma ilícita reintegros a  nombre de L.C:E. en lugar de a la Comunidad 

El modus operandi consistía básicamente – conforme reconociendo expreso del propio querellado en declaración prestada en sede judicial – en que el querellado rellenaba talones pertenecientes a la Comunidad Propietarios, firmaba los mismos con un garabato, sin aparecer por tanto las firmas autorizadas de Presidente y Administrador de la Comunidad, y en lugar de presentarlos al cobro en la oficina del Banco Pastor donde no podrían ser atendidos al carecer de firma habilitada, los ingresaba en una cuenta corriente abierta a nombre del querellado en otra entidad bancaria, en concreto en la oficina bancaria de la Caja Layetana, ubicada ésta a escasos metros de donde prestaba sus servicios por cuenta de J.C.E.
La práctica viciosa y consentida del sistema de compensación interbancario en el truncamiento de efectos – títulos valores - hacía el resto. Esto es, ingresado el talón por el querellado en su cuenta corriente de la Caja Layetana, una vez éste – el talón - era “ compensado “, podía el querellado retirar y hacer propio tranquilamente el dinero, realizando para ello los correspondientes reintegros en ilícito beneficio propio y correlativo menoscabo y quebranto patrimonial de la Comunidad de Propietarios al cargarse en su cuenta del, Banco Pastor cantidades que no se correspondían con los servicios y pagos a los que debía hacer frente la Administración de la Comunidad, sino que obedecían y se correspondían con un ilícito desplazamiento patrimonial en beneficio del empleado – el querellado L.E.G.-  del Administrador –J.C.E.. – de la Comunidad de Propietarios.

El administrador J.C.E. pretende que la responsabilidad civil subsidiaria debe corresponder al Banco Pastor como entidad librada de los cheques falsificados, e inicia una larga y procelosa batalla judicial con  tal fin.
Colige y concluye la Audiencia que de dicha cantidad, y en su condición de responsable civil, deberán igualmente responder, por ministerio de la ley, por tanto J.C.E. como administrador colegiado, y la mercantil con quien la comunidad de propietarios tenía signado el contrato de mantenimiento integral del edificio, todo ello, insistimos ex artículo 120,4º del Código Penal  anteriormente descrito,  que como decíamos establece que son también responsables civilmente, en defecto de los que lo sean criminalmente las personas naturales o jurídicas dedicadas a cualquier género de industria o comercio, por los delitos o faltas que hayan cometido sus empleados o dependientes, representantes o gestores en el desempeño de sus obligaciones o servicios.

De este modo, la responsabilidad abarcaba y abarca a personas más allá incluso de los términos literales en que la norma se expresa. Y esta interpretación extensiva vendría permitida (SSTS de 15 de noviembre de 1989, de 16 de septiembre de 1992 y de 13 de octubre de 1993) por la naturaleza estrictamente civil del artículo 22 del CP de 1973 cuyas disposiciones recoge el artículo 120,4º CP 1995 que comentamos.
En le caso de autos, tanto el propio juzgado instructor cuando señala que tal pretensión – la exoneratoria de responsabilidad esgrimida por el administrador J.C.E. -debe ser desestimada por cuanto el imputado L.E.G. no guarda relación con  el Banco Pastor, quien en la litis es un tercero, y no puede ser llamado por tanto  como responsable civil al presente proceso, mientras que la responsabilidad civil del administrador J.C.E. se ha acreditado una relación de dependencia y de vinculación laboral con el mismo estableciéndose relaciones de cooperación retribuidas en cuyo marco se produjo el hecho investigado.
Lo que antecede viene corroborado como decimos por la propia Audiencia Provincial de Madrid, cuando señala que no resulta de  ninguna actuación de la que se derive responsabilidad civil del delito cometido por un tercero por parte del Banco Pastor, sin perjuicio de la que en su caso pueda incurrir respecto de la Comunidad de propietarios hasta ahora perjudicada en virtud del contrato de depósito que unía a ambas partes, pero esta segunda responsabilidad no es objeto de este procedimiento ni  lo puede ser, al proceder exclusivamente de la mencionada relación contractual, por lo que deberá ser presentada ante la jurisdicción civil y dirimir en este orden la controversia que se suscite.
Madrid, 30 de abril de 2005.-

                                                          Roberto Fernández Blanco.- Abogado
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